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                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General


CIRCULAR Nº 95-2014
Asunto: “Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”.- 
A LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS 

Y PÚBLICO EN GENERAL  
SE LES HACE SABER QUE:
La Corte Plena en sesión No. 17-14, celebrada el 28 de abril de 2014, artículo XXXV, aprobó el siguiente “Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones”, cuyo texto literalmente dice: 

REGLAMENTO AL TÍTULO IX

DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE LAS JUBILACIONES Y PENSIONES

CAPÍTULO I

DEL AMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1.- El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en adelante (L.O.P.J.), relativo a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Artículo 2.- Para los efectos de este reglamento, entiéndase:

Por jubilación, el derecho del servidor judicial de percibir una asignación por vejez, por imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o empleo o para mejor servicio.

Por pensión, el derecho que tienen los familiares del servidor o jubilado  judicial a que hace referencia el artículo 232 de la L.O.P.J. en caso  de su fallecimiento, a percibir una asignación mensual.

Por servidor judicial, la persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.

CAPITULO II

DE LAS COMPETENCIAS

Artículo 3.- Corresponde a la Corte Plena, definir las políticas de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Artículo 4.- Corresponde al Consejo Superior la administración del Fondo; conceder, modificar, suspender o cancelar las jubilaciones y pensiones otorgadas; aprobar el reconocimiento de tiempo servido y la concesión de préstamos cuando proceda conforme a la ley; y velar por el correcto manejo financiero contable, así como de las inversiones.

Artículo 5.- La Dirección Ejecutiva es la  encargada de dictar las resoluciones relativas a la inversión de los recursos, conforme a  las recomendaciones emitidas por el Departamento Financiero Contable y las políticas definidas por la Corte Plena y las disposiciones del Consejo Superior. Ejerce las demás funciones que la Ley Orgánica del Poder Judicial le asigna, relacionadas con la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Artículo 6.- Le corresponde al Departamento de Personal:

1. Recibir y tramitar las solicitudes de jubilaciones y pensiones, así como cualquier reclamación  relacionada con estos derechos.
2. Efectuar  los estudios necesarios para determinar si la persona solicitante cumple con los requisitos para adquirir el derecho, así como la normativa aplicable y los montos de jubilación o pensión que correspondan.
3.  Mantener actualizada la base de datos de jubilados(as) y pensionados(as).
4.  Efectuar los reajustes individuales, colectivos y por costo de vida para actualizar el monto de jubilación o pensión de los beneficiarios(as).
5.  Atender y orientar a las personas usuarias.  
6.  Confeccionar constancias y certificaciones de diversa índole relacionadas con la información atinente a los beneficios de jubilación y pensión. 
7.  Elaborar los informes y todos aquellos estudios solicitados por el Consejo Superior, la Superintendencia de Pensiones, los despachos judiciales, la Procuraduría General de la República, la Corte Plena y las personas destinatarias del Fondo.
8.  Solicitar ante los Departamentos de Trabajo Social y Medicina Legal, los estudios correspondientes que permitan establecer la procedencia de una jubilación o pensión, cuando así se requiera.
9.  Realizar los estudios y cálculos relacionados con la redistribución y acrecimiento de las pensiones.
10. Mantener actualizada la base de datos de las y los servidores judiciales, en cuanto a: años de servicio, años reconocidos, estado civil, número de hijos, posibles beneficiarios, el nombre de éstos y sus números de cédula y custodiar los expedientes de cada uno de ellos.

11. Las demás que le asigne la L.O.P.J., la Corte  y el Consejo Superior.

Artículo 7.- El Departamento Financiero Contable será el encargado de:

1.  Gestionar el pago quincenal correspondiente a la planilla de asignaciones a los jubilados(as) y pensionados(as) judiciales, así como cualquier otro egreso que se ordene con cargo a la cuenta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
2.  Gestionar el proceso de inversiones, a efecto de hacer las correspondientes recomendaciones de inversión a la Dirección Ejecutiva de acuerdo con las políticas de inversión aprobadas por la Corte Plena y las directrices que gire el Consejo Superior en su condición de Administrador del Fondo.
3.  Gestionar el proceso de administración del riesgo conforme las políticas definidas por la Corte Plena y las directrices que gire el Consejo Superior.
4.  Analizar y controlar los datos correspondientes a nuevos códigos de  deducciones y entidades acreedoras y a créditos de renta por aplicar a los jubilados(as) y pensionados(as). 
5.  Analizar, controlar e informar a la Dirección Ejecutiva y al Consejo Superior  las posibles exclusiones o suspensiones de beneficios por cualquier concepto, en los supuestos previstos en la ley.
6.  Analizar y aplicar la reactivación de  beneficios suspendidos conforme a lo aprobado por el Consejo Superior. 
7.  Controlar los aspectos relacionados con el pago de adicionales por reajuste, recálculo, acrecentamientos de beneficios, el pago a las entidades deductoras, aplicación y pago de pensiones alimentarias o su modificación.
8.  Velar por la disponibilidad de recursos financieros para la ejecución del pago de las asignaciones a jubilados y pensionados, pago de impuesto de renta, pago a la Caja Costarricense de Seguro Social, cuota patronal al Fondo y demás compromisos.
9. Gestionar el traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido.
10. Generar la información respectiva para otros entes externos de forma mensual.

11. Controlar y verificar las cuentas por cobrar a servidores jubilados y pensionados por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, liquidación a jubilados y pensionados judiciales y cualquier otro concepto relacionado con las cuentas por cobrar, así como comunicar al Departamento de Personal las sumas a deducir con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

12. Preparar los estados financieros mensuales  y demás informes que se le soliciten y hacerlo de conocimiento de los entes superiores.

13. Proponer a la Dirección Ejecutiva el calendario de pagos a los beneficiarios del fondo.

14.  Atender las inquietudes y orientar a las personas usuarias. 
15. Confeccionar constancias y certificaciones cuando se trate del retiro del dinero de la operadora de pensiones. 
16. Las demás que le asigne la L.O.P.J., el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva.

Artículo 8.- El Departamento de Trabajo Social es el encargado  de realizar los estudios socioeconómicos solicitados por el Consejo Superior o el Departamento de Personal, que permitan establecer la procedencia,  acrecimiento, suspensión, extinción o modificación de una pensión, así como también el correcto aprovechamiento de los beneficios acordados según lo normado en el artículo 235 de la L.O.P.J.

Artículo 9.- De conformidad con las atribuciones otorgadas por el artículo 90 de la L.O.P.J., corresponde a la Auditoría Interna, vigilar y fiscalizar el régimen económico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, controlar el uso y destino de sus recursos y brindar las recomendaciones pertinentes para una adecuada gestión, sin perjuicio de la Auditoría Externa que deberá realizarse de los estados financieros anualmente.

CAPÍTULO III

DE LOS REQUISITOS PARA OBTENER LA JUBILACIÓN Y ENSIÓN
Artículo 10.- Para obtener la jubilación se deberá cumplir con los requisitos que establecen los artículos 224 y siguientes de la L. O. P. J.

Artículo 11.- El Departamento de Personal debe velar porque ninguna jubilación sea inferior a una tercera parte del salario del último puesto desempeñado por el servidor.
Igualmente, la pensión no podrá ser inferior a la tercera parte del último sueldo percibido ni superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar el exservidor, pero si existiere  cónyuge o compañero (a) de hecho, el monto de la pensión a que tuvieren derecho los beneficiarios será del ciento por ciento.

Por último salario se entenderá el correspondiente a salario ordinario de los últimos treinta días de la relación de servicio.

Artículo 12.- Toda jubilación o pensión se reajustará con base en los incrementos por variaciones en el costo de vida que se realicen a los servidores judiciales, según lo dispuesto en el artículo 229 de la L.O.P.J. Para este reajuste se considera la asignación mensual por jubilación o pensión.

Artículo 13.- Requisitos de la solicitud de jubilación.

Toda solicitud de jubilación debe ser presentada en el Departamento de Personal con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro establecida por el (la) servidor(a); esto para evitar retrasos en el pago de la jubilación  e inconvenientes por el depósito de sumas de más por concepto de salario.  La solicitud debe indicar:

a) Nombre y número de identificación.

b) La fecha exacta del retiro.

c) Un lugar, medio electrónico u de otra índole para recibir notificaciones.

La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo  del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso el Departamento de Personal actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda.

Artículo 14.-  Para obtener el beneficio de  pensión se deberá cumplir con los requisitos que establecen los  artículos 232 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 15.-  Si al momento del fallecimiento,  el servidor o servidora judicial, mantenía  en forma singular y estable, una relación de convivencia en los términos de la L.O.P.J.   y estuviere ligado en matrimonio,  el Consejo Superior podrá distribuir la pensión entre éstos, previo estudio socioeconómico por parte del Departamento de Trabajo Social, si las personas gestionantes de la pensión, dependían económicamente de ellos. 

Los hijos e hijas con derecho a alimentos, así los excónyuges o exconvivientes con ese mismo derecho, serán considerados como beneficiarios para efectos de la distribución del beneficio, aunque no hubieren sido designados por el causante como tales.

La distribución la efectuará el Consejo atendiendo a las necesidades de cada beneficiario.

Artículo 16.- Documentos que se deben presentar con la solicitud  de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página del Departamento de Personal:

1. Declaración jurada para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.

2. Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.

4. Certificación de la Oficina Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social referente a si la persona gestionante recibe o no pensión de otro régimen.

5. Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones).

6. En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la  servidora o servidor judicial fallecida, deberá aportar declaración jurada  en que haga constar  la convivencia durante al menos  dos años de manera estable, continua  y singular.

7. En el caso de que se gestione  pensión para los hijos o hijas de la persona judicial fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona  es estudiante de una carrera académica o para el aprendizaje de un arte u oficio y sus calificaciones. El Departamento de Personal consultará en línea en el Registro Civil  el nacimiento de los hijos e hijas.

8. Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente,  deberá aportarse certificación del Centro Médico en donde es atendido por la discapacidad que presenta.

9. Los excónyuges o exconvivientes deben presentar el documento que acredite su derecho.

La información de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional de si la persona interesada recibe pensión de esa entidad; la existencia de  matrimonio  inscrito en el Registro Civil; la información de la Oficina de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, de si la persona gestionante recibe pensión de esa Institución; y  de la   Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense del Seguro Social referente a si la persona interesada  aparece como asalariada, serán recabadas por el Departamento de Personal mediante consulta en línea con esas instituciones.

Artículo 17.- En caso de que la persona gestionante de la pensión sea el padre o la madre de la persona servidora judicial fallecida, deberá presentar los documentos atinentes que se indican en el artículo anterior y el Departamento de Personal consultará en línea la filiación de éstos con la persona exservidora judicial fallecida.

Artículo 18.- El Departamento de Personal podrá solicitar cualquier otro documento  que considere necesario para la comprobación de la información presentada o consultada en línea, lo cual deberá prevenirse en un solo acto.
En caso de que se aporten certificaciones, éstas no deben tener más de un mes de emitidas por el ente respectivo, y se deben presentar los documentos originales.

Artículo 19.- Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.
CAPÍTULO IV

DEL RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO FUERA DEL PODER JUDICIAL

Artículo 20.- La persona servidora judicial podrá solicitar el reconocimiento del tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación, según lo establece el artículo 231 de la L.O.P.J. y el Reglamento para el Reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos de anualidades y jubilación.

El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10’% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien deberá autorizar expresamente en la gestión de reconocimiento, que el rebajo se continúe haciendo  aún después de jubilado o en caso de muerte en la pensión a que tengan derecho sus beneficiarios. 

              CAPÍTULO V

VIGENCIA DE LOS DERECHOS

Artículo 21.- El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo o separación para mejor servicio, una vez  que cumpla con  los requisitos previstos en la ley. El derecho  debe ser acogido por el Consejo Superior y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como servidor activo.

Artículo 22.-  El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor  (a) judicial, sin perjuicio de la prescripción de las cuotas conforme a lo establecido en el Código de Trabajo.  Para el supuesto de que con posterioridad a la distribución inicial realizada por el Consejo Superior, se presenten solicitudes de beneficiarios con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.  

CAPÍTULO VI

DE LA SUSPENSIÓN Y EXTINCIÓN

DE LAS JUBILACIONES Y PENSIONES

Artículo 23. Corresponde al Consejo Superior con la colaboración del Departamento de Personal vigilar el correcto aprovechamiento de las jubilaciones y pensiones, estableciendo los controles necesarios y recurriendo a la verificación en diferentes fuentes, incluso el Sistema de Cuenta Individual de la Caja Costarricense del Seguro Social, para verificar si la persona jubilada se ha colocado en una situación incompatible con el disfrute del beneficio.

Artículo 24. Corresponde al Consejo Superior con la colaboración del Departamento Financiero Contable verificar el rendimiento académico de los pensionados que se encuentren en los presupuestos que señala el párrafo quinto del artículo 232 de la L.O.P.J. Se retendrá  el pago en caso de bajo rendimiento o que no se aporte la respectiva constancia de estudios y rendimientos académicos que deben presentar los beneficiarios de la pensión y dicho Departamento lo comunicará a la Dirección y al Consejo Superior para que disponga lo que corresponda en cuanto a la suspensión del beneficio.

Artículo 25.-  El beneficio jubilatorio se suspenderá mientras su titular ocupe cargos públicos incompatibles con su disfrute. Antes de acordar la suspensión, como medida precautoria la Administración retendrá el pago del beneficio. Una vez que deje de ocupar ese cargo, se le seguirá pagando el beneficio  atendiendo los incrementos por costo de vida. Únicamente se hará el recálculo de la jubilación tomando en cuenta el nuevo tiempo de servicio, cuando este se ha prestado en el Poder Judicial.
Artículo 26.- El beneficio de jubilación  se extingue con el fallecimiento del beneficiario cuando no existan parientes con derecho a pensión. También se extingue cuando el servidor pensionado por incapacidad permanente para el desempeño del cargo deja de estar en esa situación, para lo cual será valorado por el Consejo Médico Forense.

Artículo 27.- El derecho de pensión se suspende cuando el beneficiario cumple dieciocho años y no se encuentra realizando estudios para una profesión u oficio, con resultados satisfactorios. En el caso de que el interesado, antes de cumplir los veinticinco años, reinicie o inicie estudios con dicho propósito, podrá pedir el reanude del disfrute, demostrando lo pertinente. Si se acogiere la solicitud el beneficio regirá a partir de ella, sin efectos retroactivos. La suspensión temporal o modificación  de la pensión, no acrecerá el monto de la pensión del resto de los beneficiarios(as).

Artículo 28.-  El derecho de pensión se extingue:

a) Por la muerte del beneficiario.

b) En el caso de los hijos e hijas, por el cumplimiento de 25 años.

c) Porque el beneficiario llegue a no necesitarla para mantener un nivel de vida adecuado. 

 

Artículo 29. El acrecimiento de la pensión solo se dará por extinción del derecho de uno de los beneficiarios, según lo establece el artículo 232 Ley Orgánica del Poder Judicial, previo estudio de trabajo social.

Artículo 30. Para declarar la extinción o suspensión del beneficio de jubilación o pensión, salvo el caso del fallecimiento, deberá seguirse un procedimiento con garantía del debido proceso, del cual se dejará constancia en el respectivo expediente. Lo anterior sin perjuicio de la retención de las cuotas autorizada en este Reglamento como medida precautoria.

CAPÍTULO VII

DE LA ADMINISTRACIÓN DEL FONDO

Artículo 31.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones, será administrado por el Consejo Superior, con el apoyo de la Dirección Ejecutiva, los Departamentos de Personal y Financiero Contable y demás instancias que se lleguen a crear.

CAPÍTULO VIII

            DE LAS INVERSIONES

Artículo 32.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones contará con un Comité de Inversiones y de Riesgos, que estará conformado por el personal de la Unidad de Riesgos e Inversiones, la jefatura del Departamento Financiero Contable, la Dirección Ejecutiva y los Asesores Externos en Riesgos e Inversiones contratados por el Fondo. Estos Comités serán los responsables de proponer al Consejo y a la Corte la política de riesgos e inversiones. Velarán por el seguimiento y cumplimiento de la política de riesgos e inversiones aprobada por la Corte Plena, rindiendo los informes mensuales que correspondan al Consejo Superior. La Unidad de Riesgos y la Unidad de Inversiones del Departamento Financiero Contable,  tendrán relación jerárquica directa con el Consejo Superior del Poder Judicial, y tienen la obligación de hacer de su conocimiento las situaciones en que estimen que su recomendación técnica no está siendo acogida.

Artículo 33.- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, deben ser invertidos de conformidad con lo establecido en los artículos 81, inciso 12 y 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  conforme a las políticas definidas por la Corte Plena, y de acuerdo a las recomendaciones que efectúen Comités de Riesgos e Inversiones, mediante una administración activa, de la cartera de inversiones, procurando que se garanticen los mejores rendimientos, liquidez, seguridad,  solidez económica y que el tipo de interés de la inversión  a realizar no sea inferior a la tasa técnica actuarial que se determine.

Artículo 34.- Para la compra y venta de los títulos valores se utilizarán los mecanismos que ofrezca el mercado financiero costarricense, mediante la intermediación financiera de un Puesto de Bolsa. También, los títulos valores se pueden adquirir o vender directamente con el emisor (ventanilla), o comprar a través de una negociación directa o por medio de las entidades bancarias.

Artículo 35.- Se  podrán contratar los servicios de un Puesto de Bolsa, para la intermediación financiera y la custodia de los valores que adquieran, mediante la firma del respectivo contrato. 

Artículo 36.- Los puestos de bolsa con los que se lleguen a firmar los contratos, se encargarán de gestionar la debida custodia física de los títulos valores, al igual que de los macrotítulos o anotación en cuenta electrónica de los recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, garantizando la seguridad y conservación de los valores.
La custodia se realizará, en el caso de los títulos físicos en las bóvedas que para los efectos asigne el Puesto de Bolsa o  bancos del Estado y los macrotítulos mediante la anotación en cuenta electrónica en la Central de Valores o bancos del Estado.

Los costos de custodia estarán considerados dentro de los costos de intermediación bursátil; y en el caso de las negociaciones directas se cancelarán en forma independiente, conforme se pacte en el contrato de servicios bursátiles.

Artículo 37.- El Departamento Financiero Contable, al menos trimestralmente debe realizar inventarios de los títulos valores o macrotítulos que mantienen en los diferentes entes que los custodian, para constatar y garantizar la existencia real de los recursos dinerarios invertidos, así como también verificar que la información de los títulos valores, coincida con los registros que para tales casos se llevan en el Subproceso de Ingresos de ese Departamento.

Artículo 38.- El Departamento Financiero Contable deberá rendir informes trimestrales a la Dirección Ejecutiva, quien a su vez deberá informar al Consejo Superior, sobre la distribución de la cartera de inversiones, los intereses ganados, rendimientos, así como cualquier otro aspecto que coadyuve a la toma de decisiones.

CAPÍTULO IX

DE LOS PRÉSTAMOS

Artículo 39.- Los préstamos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones serán otorgados a los sujetos que establece el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Artículo 40.- Los recursos concedidos a los sujetos que establece el 238 de la LOPJ en calidad de crédito a los servidores, jubilados y pensionados judiciales, se realizarán conforme al reglamento de crédito aprobado por Corte Plena en sesión N° 16-11, del 30 de mayo de 2011, artículo XXIX y sus reformas.

CAPÍTULO X

DE LOS ESTADOS FINANCIEROS DEL

FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

Artículo 41.- El Departamento Financiero Contable deberá   presentar ante la Dirección Ejecutiva, y esta a su vez al Consejo Superior, trimestralmente, los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, cumpliendo con lo establecido en la normativa contable que resulte aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin perjuicio de los informes que se soliciten en el momento que se requiera.

Artículo 42.- Anualmente, la Dirección Ejecutiva, deberá realizar las gestiones necesarias para que se efectúe una auditoría externa al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con el fin de evaluar la veracidad, confiabilidad y razonabilidad de las cifras que conforman cada una de las cuentas contables, resumidas en los estados financieros del Fondo, sin detrimento de las evaluaciones que ejecute la Auditoría Interna del Poder Judicial en el momento que lo estime oportuno y conveniente. Su costo estará a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

CAPÍTULO XI

DE LOS ESTUDIOS ACTUARIALES

Artículo 43.- La Dirección Ejecutiva, deberá realizar las gestiones necesarias para que se realice al menos cada dos años un estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a efecto de medir entre otros aspectos, su sostenibilidad en el corto, mediano y largo plazos.

Artículo 44.- El estudio actuarial debe ejecutarse considerando las distintas variables en esta materia, que permita proyectar la situación actuarial en el corto, mediano y largo plazos, y en apego estricto a los requerimientos que se establecen en el pliego de condiciones para la contratación.

Artículo 45.- Las recomendaciones del referido estudio serán puestas en conocimiento de las organizaciones laborales del Poder Judicial  y posteriormente deben ser analizadas y evaluadas por el Consejo Superior, con el propósito de que se tomen las decisiones pertinentes tanto a nivel de la Corte Plena cuanto del Consejo Superior, para el adecuado funcionamiento y salud actuarial, económica y financiera del fondo de jubilaciones y pensiones.

CAPÍTULO XII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 46.- Lo no previsto en este reglamento será resuelto por la Corte Plena. En todo caso de duda, salvo lo dispuesto en la ley, privará  el principio pro-fondo.

Artículo 47.- Este reglamento rige a partir de su publicación y deroga el Reglamento N° 2 de la Ley de Jubilaciones y Pensiones Judiciales del siete de julio de mil novecientos treinta y nueve.”
San José, 5 de mayo de 2014.
Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 
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